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Expediente 66001-31-03-004-2009-00226-01

Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que interpuso el gerente de Positiva Compañía de Seguros S.A., frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que contra esa entidad y la EPS Salud Total instauró el señor Juan Diego Ruiz Campeón.

ANTECEDENTES

Relata el promotor de la acción que se encuentra afiliado a Salud Total EPS y a la ARP Positiva; la primera le ha prestado los servicios médicos, pero después del reporte de un accidente laboral le dicen que es la ARP la que debe atenderlo; en este momento ignora cuál de las dos debe hacerlo y requiere de cirugía de hernia discal que le ordenó su médico tratante.

Considera lesionados sus derechos a la salud y seguridad social y pide se ordene a quien corresponda le practique la cirugía recomendada, porque los trámites administrativos que deben surtirse en las dos entidades interrumpen la continuidad en el  tratamiento.

Por escrito presentado antes de la admisión de la tutela, el accionante pidió se ordenara a la entidad que corresponda, cancelar las incapacidades médicas generadas a su favor, por considerar que la falta de pago afecta su mínimo vital.

ACTUACIÓN PROCESAL

Por auto del 23 de julio último se admitió la demanda y se ordenaron las notificaciones de rigor.

El representante legal de la EPS Salud Total adujo que en este caso la obligación de atender al accionante y pagarle la incapacidad médica que se generó a su favor corresponde a la administradora de riesgos profesionales a la que está afiliado debido a que sus dolencias son consecuencia de un accidente de trabajo; no obstante, en aras de garantizar la protección de los derechos de su paciente, autorizó el servicio que requiere.  Pide se nieguen las pretensiones por no haberse vulnerado derecho fundamental alguno y se ordene a la ARP el pago de las facturas por los servicios prestados al actor y de la incapacidad laboral generada a su favor.

La Administradora de Riesgos Profesionales Positiva Compañía de Seguros S.A. no se pronunció.

En sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 4 de agosto, se concedió el amparo reclamado y se ordenó a la ARP Positiva, en el término de cuarenta y ocho horas, cancelar las incapacidades adeudadas al accionante, pago que deberá efectuar en un término no superior a quince días; dispuso desvincular a la EPS Salud Total y negó las peticiones que ésta formuló en su respuesta a la demanda.

Para decidir así, consideró el juzgado que de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la tutela es mecanismo idóneo para obtener el pago de incapacidades laborales y que en razón a que la ARP demandada no se pronunció en el curso del proceso, como ejerce una posición dominante  sobre el actor “es una omisión que hace presumir como ciertos los fundamentos fácticos de dicha demanda. (art. 20 Decreto 2591 de 1991).”

La entidad obligada a cumplir el fallo, por intermedio de su gerente, lo impugnó.  Indicó que mientras estaba en trámite el proceso de tutela se calificó por ella misma la enfermedad sufrida por el actor como de origen común. En consecuencia, la sentencia debe revocarse y en su lugar condenar a la EPS Salud Total a responder por las contingencias derivadas dicha enfermedad.

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

Fueron dos las pretensiones planteadas por el demandante con la acción instaurada. En primer lugar, obtener autorización para la práctica de los procedimientos quirúrgicos que le fueron recomendados con motivo de la hernia discal que padece y además obtener el pago de las incapacidades médicas que se generaron a su favor como consecuencia de su enfermedad.  

Sobre la primera solicitud ningún pronunciamiento hizo el juez de primera instancia, omisión que a continuación suplirá la Sala.

Pretende el accionante obtener se proteja su derecho a la salud que considera lesionado con la negativa conducta de las entidades demandadas que se negaban a practicar los procedimientos recomendados por el médico tratante.

En relación con tal derecho, reciente jurisprudencia de la Corte Constitucional modificó su criterio anterior en el sentido de resultar digno de protección cuando se hallaba en conexidad con otro de carácter fundamental y le ha otorgado esta calidad de manera autónoma: 

“Por regla general esta corporación ha precisado que la exigibilidad del derecho a la salud se encuentra sometida a la conexión que este pueda tener con algún derecho fundamental. No obstante, la evolución de la jurisprudencia constitucional, en paralelo al carácter progresivo del derecho a la salud y la madurez de los principios e instituciones adscritos a la seguridad social, han permitido que la Corte haya avanzado de la tesis de conexidad a la fundamentalidad autónoma del derecho a la salud. En efecto, teniendo en cuenta tal desarrollo y atendiendo el Pacto sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 12) y la Observación General 14 del Comité adscrito a dicho Pacto, en donde se catalogó tal categoría de derechos, como “derechos humanos fundamentales”, esta corporación, a mediados del año 2005 en las sentencias T-573 de 2005 y T-307 de 2006 principalmente, extendió la fundamentalidad autónoma de la salud, bajo los siguientes términos: “(...) se puede considerar que el derecho a la salud es un derecho fundamental cuya efectiva realización depende, como suele suceder con otros muchos derechos fundamentales, de condiciones jurídicas, económicas y fácticas, así como de las circunstancias del caso concreto. Esto no implica, sin embargo, que deje de ser por ello un derecho fundamental y que no pueda gozar de la debida protección por vía de tutela, como sucede también con los demás derechos fundamentales…”

De acuerdo con la copia de la historia clínica del actor, allegada con la demanda, resulta evidente que su médico tratante le recomendó la práctica de las intervenciones quirúrgicas denominadas “Hemilaminectomía L5-S1 izquierda” y “Discectomía lumbar por vía posterior”
.

La negativa en practicarlas por las entidades demandadas lesionó el derecho a la salud del demandante, que no tenía porqué resultar afectado con el conflicto que entre ellas surgió en relación con el origen de la enfermedad que motivó el tratamiento, y en esas condiciones, aunque el amparo solicitado se abría paso, en la actualidad y después de proferido el fallo de primera instancia, esa circunstancia cambió. 

Al ejercer su derecho de defensa la EPS accionada afirmó haber expedido autorización para su práctica y en el curso de esta instancia se logró establecer que en realidad las intervenciones quirúrgicas recomendadas al actor se realizaron el 14 de agosto pasado. Así lo confirmó el promotor del proceso, como se consignó en el informe que obra a folio 6 del cuaderno No. 2.

En esas condiciones, la situación de hecho en la que encontraba el actor vulnerado uno de los derechos cuya  protección reclama se ha superado; su aspiración primordial de obtener la práctica de las cirugías se ha satisfecho. En consecuencia, como la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho presuntamente lesionado o amenazado, cuando esa vulneración ha desaparecido, el amparo solicitado pierde su razón de ser y se torna improcedente. Así lo ha explicado en su jurisprudencia la Corte Constitucional:

“Esta Corporación ha señalado reiteradamente que la acción de tutela tiene como finalidad velar por la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales (C.P., art. 86). No obstante, cuando la situación de hecho que da origen a la presunta amenaza o vulneración de los derechos invocados desaparece o se encuentra superada, la acción de amparo constitucional pierde su razón de ser como mecanismo preferente, sumario e inmediato de protección judicial, toda vez que la decisión que adopte el juez en el caso concreto resultaría inocua, y a toda luces ajena al objetivo de protección previsto en la Carta Fundamental.

Por lo tanto, se declarará superado el hecho que motivó interponer la acción de tutela para obtener protección al derecho a la salud y en tal sentido se adicionará el fallo de primera instancia.

La Corte constitucional ha reiterado en su jurispruedencia que corresponde a la jurisdicción ordinaria la competencia para ventilar asuntos relativos a la reclamación de acreencias de orden laboral, tal como se encuentra contemplado en el Código Procesal del Trabajo, pero cuando su falta de pago vulnera o amenaza derechos fundamentales como el de la vida en condiciones dignas o el mínimo vital, procede la tutela para obtener la satisfacción de esa clase de acreencias.

En reciente fallo, dijo esa Corporación:

“En tal sentido y específicamente respecto de los riesgos profesionales, esta corporación ha accedido al reconocimiento de prestaciones económicas por encontrar que de estas dependían derechos fundamentales como la vida en condiciones dignas o el mínimo vital. Así por ejemplo, el derecho al pago de subsidios por incapacidades temporales derivadas de contingencias de origen profesional, ha sido protegido por vía tutelar en los siguientes términos:

“(...) el pago de incapacidades laborales sustituye al salario durante el tiempo en que el trabajador permanece retirado de sus labores por enfermedad debidamente certificada, según las disposiciones legales. Entonces, no solamente se constituye en una forma de remuneración del trabajo sino en garantía para la salud del trabajador, quien podrá recuperarse satisfactoriamente, como lo exige su dignidad humana, sin tener que preocuparse por reincorporarse de manera anticipada a sus actividades habituales con el objeto de ganar, por días laborados, su sustento y el de su familia. [Por consiguiente] (...) el no pago de una incapacidad médica constituye, en principio, el desconocimiento de un derecho de índole laboral, pero puede generar, además, la violación de derechos fundamentales cuando ese ingreso es la única fuente de subsistencia para una persona y su familia. No solo se atenta contra el derecho al trabajo en cuanto se hacen indignas las condiciones del mismo sino que también se puede afectar directamente la salud y en casos extremos poner en peligro la vida, si la persona se siente obligada a interrumpir su licencia por enfermedad y a reiniciar sus labores para suministrar el necesario sustento a los suyos”
.

“En este punto resulta pertinente recordar que conforme a la jurisprudencia constitucional “la suspensión prolongada del pago de los salarios a que tienen derecho los trabajadores de una empresa hace presumir la afectación del mínimo vital, lo que atenta de modo directo contra sus condiciones mínimas de vida digna”
 más aún tratándose de personas que devengan un salario mínimo, luego atendiendo a que el subsidio por incapacidad temporal pretende brindarle al trabajador el sustento económico que él y su familia requieren para cubrir sus necesidades básicas durante el periodo de recuperación o rehabilitación de este, la presunción deviene aplicable a la ausencia o mora en el pago de incapacidades por enfermedad común, profesional o accidente de trabajo
.

“Acorde con lo anterior y cuandoquiera que se evidencie que el no pago de prestaciones económicas representa la afectación de derechos fundamentales como la vida en condiciones dignas o el mínimo vital, para cuya protección los medios ordinarios de defensa aparezcan ineficaces por la urgencia del asunto, la acción de tutela será procedente y el juez de tutela deberá estudiar cuidadosamente cada una de las pruebas procesales para definir si es viable o no conceder el amparo…”
 

En el caso concreto se considera vulnerado el  mínimo vital del accionante, porque tal como lo manifestó en el escrito por medio del cual formuló la acción, no se le ha reconocido el pago de su incapacidad, hecho negativo que no requiere prueba de acuerdo con el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil.

Además, de acuerdo con las manifestaciones contenidas en el informe que obra a folio 6 del presente cuaderno, tal hecho se ha prolongado y son ya noventa y seis días sin poder recuperarse de sus dolencias y sin que aún obtenga el pago de la respectiva prestación.

Esas circunstancias, sumadas al monto de sus ingresos mensuales que de acuerdo con el informe sobre accidente de trabajo que obra a folio 3 del cuaderno principal alcanza apenas el salario mínimo legal, justifican concederle la protección reclamada porque aunque se trata de un derecho de índole laboral, constituye el salario la única fuente de subsistencia para él y su familia, que como lo consignó en el informe atrás citado, está integrada por su esposa y tres hijos menores de edad, teniendo en cuenta además que como lo enseña la jurisprudencia constitucional, se presume la afectación del mínimo vital cuando se demuestra una cesación prolongada en el pago de salarios y prestaciones sociales
.

La falta de pago de la acreencia laboral, en este caso constituye además garantía para la vida en condiciones dignas del trabajador, porque de obtenerlo podrá dedicarse con mayor tranquilidad a recuperarse.

Es necesario entonces establecer cuál de las entidades accionadas ha lesionado el derecho para imponer al orden respectiva, en razón a que la EPS Salud Total, al responder la demanda, afirmó que esa obligación recae sobre la ARP Profesionales Positiva por tratarse de un accidente de trabajo el que el actor sufrió, mientras que la última entidad, al impugnar el fallo adjudica a la EPS la obligación en asumir el pago porque mientras se tramitaba esta acción, calificó como de origen común la patología presentada por el peticionario.

El artículo  12 del Decreto 1295 de 1994, por el cual se determina  la organización y administración del Sistema General de Riesgos Profesionales, dice en su inciso 1º que toda enfermedad o patología, accidente o muerte, que no hayan sido clasificados o calificados como de origen profesional, se consideran de origen común. Los incisos siguientes regulan el procedimiento para realizar tal calificación y enseñan que las  discrepancias entre la institución prestadora de salud a la que se encuentre afiliado el trabajador y la entidad administradora de riesgos profesionales, serán resueltas  por una junta integrada  por representantes de las entidades administradoras, de salud y de riesgos profesionales y que de persistir el desacuerdo se seguirá el procedimiento previsto para las juntas de calificación de invalidez definido en los artículos 41 y siguientes de la Ley 100 de 1993 y sus reglamentos.

En el caso concreto, el conflicto suscitado entre las entidades demandadas aún no se resuelve de manera definitiva, porque la ARP accionada decidió calificar como de origen común el accidente que sufrió el demandante y entre tanto, así debe considerarse de acuerdo con el artículo 12 del Decreto 1295 de 1994 atrás citado, razón por la cual el pago de las acreencias laborales deberá asumirlo la EPS a la que el actor se encuentra afiliado, de acuerdo con el artículo 206 de la Ley 100 de 1993, en concordancia con los artículos 7º y 28 del Decreto 806 de 1998 y la circular extena No. 11 del 4 de diciembre de 1995, expedida por la Superintendencia Nacional de Salud.

Así las cosas, se revocará la sentencia impugnada en cuanto ordenó a la ARP accionada atender el pago de la incapacidad  médica del accionante, obligación que se impondrá a la EPS Salud Total, con fundamento en las normas atrás citadas.

En conclusión, se confirmará la sentencia objeto de revisión en cuanto concedió el amparo solicitado para proteger el mínimo vital del demandante, pero exclusivamente frente a la EPS accionada; además se adicionará para declarar que la misma entidad lesionó el derecho a la salud del mismo señor, pero se declarará superado el hecho que motivo la solicitud de amparo. También se revocará la orden impartida a la ARP Positiva que no ha lesionado derecho alguno y frente a la que se negarán las pretensiones. En consecuencia, el numeral tercero será revocado.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1.- CONFIRMAR el numeral primero de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 4 de agosto de 2009, ADICIONÁNDOLO para hacer extensivo el amparo al derecho a la salud del accionante; declarar superado el hecho que dio origen a la tutela para protegerlo y que fue la EPS Salud Total exclusivamente lesionó los derechos del actor, razón por la cual el numeral tercero de la sentencia SE REVOCA.

2.- MODIFICAR el numeral segundo, en el sentido de que es la EPS Salud Total, la que debe cumplir la orden allí impuesta a la ARP Positiva.

3.- CONFIRMAR el numeral cuarto del mismo fallo.

4.- Se niega la tutela reclamada frente a la ARP Positiva Compañía de Seguros S.A.

5. Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

5. Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO       

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
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